RECURSO DE RECONSIDERACIÓN
 Y JERARQUICO EN SUBSIDIO 
Ref: Liquidación de Haberes

Sr. Administrador General del 
Poder Judicial de la Provincia
De Córdoba
S                 /                      D:

……………………….., DNI ……………….., empleado del Poder Judicial de la Provincia de Córdoba, con cargo de …………………………………., constituyendo domicilio a los efectos del presente la calle ……………………….., ………….. de esta ciudad de Córdoba, correo electrónico ……………….., comparece respetuosamente y dice:
I.- OBJETO: 
Que vengo por el presente a interponer formal recurso de reconsideración con jerárquico en subsidio en contra de la Liquidación de Haberes –Recibo de  Sueldo practicada por dicha Administración empleadora, en relación a la remuneración que me corresponde percibir, por cuanto prescinde de aplicar el incremento salarial otorgado mediante Resolución N° 249 fechada el 31.08.2022, suscripta por el Sr. Administrador General, como así también el pago de los retroactivos –con sus actualizaciones- que surgen del mismo acto administrativo.
Subsidiariamente, para el improbable caso de que no se haga lugar al mismo, dejo articulado -en subsidio- recurso jerárquico (art. 83, Ley 6658); por lo que deberán elevarse las actuaciones por ante el Excmo. Tribunal Superior de Justicia para su decisión.
Conforme los antecedentes de hecho y derecho que se referirán a continuación, deberá reformularse el pago de los haberes, aplicando el aumento salarial .
II.- ADMISIBILIDAD FORMAL:
[bookmark: _GoBack]Esta presentación la formulo en tiempo y forma y contra el primer acto de –falta- de aplicación concreto del acto administrativo que reconoció un incremento salarial a favor de los empleados del Poder Judicial. Ello así, siguiendo la muy endeble y cuestionable interpretación ha realizado en su jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia, en cuanto a que “el recibo de haberes de los agentes públicos, entraña un verdadero acto administrativo y por ello solo resulta impugnable a través de la interposición temporánea del recurso de reconsideración, a partir de la liquidación que se discute”[footnoteRef:1]  [1:  TSJ, Sala Contencioso Administrativo, Sentencia N°113 del 13.11.2013 en autos: “DIAZ JOSÉ ALFREDO C/PROVINCIA DE CÓRDOBA –PLENA JURISDICCIÓN-RECURSO DE APELACIÓN”, entre otros.] 

Que, sin perjuicio de no compartir tal criterio restrictivo y contrario a la garantía de la tutela administrativa y judicial efectiva, como al principio pro-homine, a todo evento,  TS dejamos planteada la impugnación dentro de los términos que autoriza la Ley Provincial N° 5350 (TO. Ley 6658, de acuerdo a modificaciones implementadas por Ley 10.618), en adelante, la LPA. 
Asimismo, en base a las prescripciones de la Ley Provincial N° 10618 y su reglamentación, solicito que se admita la presentación electrónica del presente remedio impugnativo, debiendo darse curso al trámite con entrega de constancia a mi favor del expediente en curso.
III.- PROCEDENCIA SUSTANCIAL
Que el Recibo de Sueldos emanado de ese Poder Judicial, y su consecuente mandamiento de pago, de vicios en sus elementos esenciales que la tornan nula de nulidad absoluta, conforme se desarrolla seguidamente:
1) Falta de aplicación de la Resolución N° 249/2022
Que mediante Resolución 249/2022, el Sr. Administrador General, en base a sus atribuciones delegadas, resolvió “ESTABLECER para los Grupos 27,28 y 29 de la Planta de Personal de este Poder Judicial, a partir de los haberes de los meses de julio y septiembre del año 2022, los nuevos valores de la “Asignación Total del Cargo” (….)” siendo esto un incremento promedio neto de bolsillo del 9% a partir del 1 de julio de 2022 y del 6% a partir del 1 de septiembre de 2022 (conforme considerando III de la Resolución). 
Ahora bien, la liquidación de haberes del mes de agosto de 2022 ha sido realizada y abonada sin la inclusión de dichos incrementos, como así tampoco, han sido liquidados los retroactivos correspondientes al mes de julio, periodo abonado sin dichos incrementos dispuestos.

Como se puede apreciar, la ilegitimidad de la decisión de la Administración, plasmada en sus liquidaciones de haberes, surge de manera evidente, por la omisión de la administración de dar cumplimiento efectivo a un derecho subjetivo ya reconocido a través de la Resoluciones N° 249/2022. 
2) Vicio en la Forma y en la Motivación
Asimismo, los recibos de haberes y sus consecuentes liquidaciones, incumplen de manera palmaria los requisitos previstos por la Ley de Procedimientos Administrativos para la emisión de actos administrativos. Ello así, al verse flagrantemente violada la forma y la motivación del acto.
Al respecto, el articulo 98 de la LPA estipula que “Todo acto administrativo final deberá ser motivado, y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho (…)”. Ahora bien, en este caso, nos encontramos que la Administración se aparta de su propia resolución general, sin mencionar si quiera motivo alguno de dicha decisión.
La nulidad consecuente de dicho acto de aplicación surge como consecuencia jurídica necesaria.
3) Procedencia del pago de Retroactivos
Que, asimismo, habiendo sido reconocido el incremento a partir del 1 de julio de 2022, debe la Administración empleadora abonar los montos que corresponden retroactivamente, con sus correspondientes actualizaciones hasta el momento de pago.
Que, para el hipotético caso de que pretenda ampararse en el artículo 27 de la Ley 10.789, no sólo que debería haberlo consignado expresamente, sino que resulta fundamental ponderar que dicha normativa legal se encuentra impugnada judicialmente mediante acción de amparo promovida por el Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (AGEPJ), la cual se encuentra en trámite por ante la Cámara en lo Contencioso Administrativo de esta ciudad de Córdoba.
Así las cosas, en todo caso, deberá la administración fijar la fecha precisa de abono de dichos retroactivos, declarando expresamente que los mismos serán actualizados –compensando la mora- hasta la fecha de su efectivo pago.
4) Afectación de Derechos constitucionales laborales
Que en esta impugnación se encuentran directamente comprometidos reglas y principios protectorios del derecho laboral. Al respecto se ha dicho que “el artículo 14 bis de la Constitución Nacional citado resulta directa e inmediatamente aplicable al subiudice dado su carácter operativo (cfr. Jaureguiberry, Luis María, "El artículo nuevo (Constitucionalismo Social)", Librería y Editorial Castellví S.A., Santa Fe 1957, pág. 19 y Bidart Campos, Germán J., "Derecho Constitucional III", Editora Comercial, Industrial y Financiera Ediar S.A., Bs. As. 1966, pág. 437) y atento que su protección alcanza tanto a los trabajadores libres como a los del Estado (cfr. Jaureguiberry, obra citada, pág. 32). 
Esta norma otorga a quien presta servicios el derecho a una retribución justa, compensatoria del esfuerzo realizado y del rendimiento obtenido, o sea de la utilidad o provecho logrado con el esfuerzo del empleado (cfr. Linares Quintana, Segundo V., "Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional", Editorial Plus Ultra, Bs. As. 1979, T. V, pág. 471).
En tal orden de ideas, si se tiene en cuenta que la accionante prestó efectivamente funciones en el cargo que invoca y, sin embargo, no percibió las remuneraciones correspondientes a los servicios cumplidos, es dable concluir que esta garantía constitucional sería transgredida por el obrar de la Administración, si no se reconociera su derecho al cobro”[footnoteRef:2] [2:  TSJ, Sala Contencioso Administrativa, Sentencia N° 39/2006, en autos "FARIAS, KARINA C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN"] 

En función de ello, a la luz de la doctrina constitucional citada, resulta evidente la ilegitimidad del accionar del poder administrador, que sin brindar ningún tipo de motivación o fundamento, omite abonar los montos que ya han sido reconocidos por el ordenamiento jurídico a nuestro favor.
IV.- JERÁRQUICO EN SUBSIDIO - PROCEDENCIA
Que para el improbable e hipotético caso de que la propia Administración General –por sí, o a través de la Oficina Liquidación de Sueldos- no haga lugar a la reconsideración planteada, solicito la elevación de las actuaciones por ante el Tribunal Superior de Justicia, para su consideración en base a los mismos argumentos.
En cuanto a la admisibilidad formal de este recurso subsidiario, hago presente que conforme lo determina el artículo 166 de la Constitución Provincial, el ejercicio de la Superintendencia de la Administración de Justicia resulta una atribución del Tribunal Superior, en concordancia con las previsiones contenidas en el artículo 12 de la Ley 8435.
Así las cosas, constitucional y legalmente, es el TSJ el responsable máximo del funcionamiento administrativo del Poder Judicial, y como tal, debe intervenir en el control de las decisiones adoptadas por los funcionarios inferiores, en este caso, del Sr. Administrador General, a través de la Oficina de Liquidación de Sueldos.
Que, en consonancia con lo anterior, el Acuerdo N° 916/2007 –invocado por el Sr. Administrador para fundamentar su competencia- incluye claras previsiones que reconocen la subordinación jerárquica del Administrador respecto del TSJ, lo que inevitablemente deriva en la consecuente posibilidad de control respecto de los actos. En efecto, en los considerandos de dicho instrumento, se consigna que “resulta apropiado (…), la desconcentración de las funciones administrativas, sin que ello implique la pérdida de la competencia legal de este Alto Cuerpo”. Por su parte el artículo 6 dispone que “EL Administrador General que está bajo la dependencia del Tribunal Superior de Justicia, constituye la jerarquía máxima en la organización administrativa de este Poder Judicial. (…) El Tribunal Superior de Justicia podrá delegar en el Administrador General para su tratamiento y resolución, las cuestiones administrativas de su competencia que determine.”
Así las cosas, aun tratándose de una delegación de funciones a favor del Sr. Administrador, el órgano delegante –TSJ- mantiene su responsabilidad en el control del órgano delegado, máxime cuando es la Ley y la Constitución las que así lo establecen. 
Al respecto, tiene dicho el TSJ que “El recurso jerárquico comporta un verdadero poder de revisión de legitimidad y de oportunidad llevado a cabo por el superior jerárquico del órgano administrativo que dictó el acto objeto de impugnación. Está íntimamente consustanciado con la jerarquía administrativa como un recurso ordinario y común. De allí que Sayagues Laso (Tratado de Derecho Administrativo, Montevideo, T. I, pág. 221) considera que "el recurso jerárquico es de principio de toda administración centralizada...pues deriva de la existencia de subordinación jerárquica..."[footnoteRef:3] [3:  TSJ, Sala Contencioso Administrativa, Sent. N° 36/2002 en autos "CARRANZA, DANIEL ALBERTO C/ TRIBUNAL DE DISCIPLINA NOTARIAL DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN"] 

Por todo lo expuesto, resulta procedente la impugnación jerárquica planteada.
V.- Por todo lo expuesto, SOLICITO:
1. Tenga por interpuesto recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio en contra de la Liquidación de Haberes –Recibo de  Sueldo practicada a mi favor, a partir del mes de agosto de 2022, haciendo extensiva la presente impugnación a todas las sucesivas liquidaciones que se practiquen sin aplicar los incrementos dispuestos por Resolución N° 249/2022 de la Administrador General.
2. En su mérito, se deberá practicar nuevamente las liquidaciones impugnadas, incluyendo el incremento otorgado por la Resolución referida, como así también el pago de los retroactivos –con sus actualizaciones- hasta la fecha de su efectivo pago, la cual debe ser fijada con precisión y certeza, en resguardo de los derechos del trabajador.
Sin otro particular, le saludo atentamente.-


